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PRESIDEN: — Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas, Presidente; Ivonne Passada, Vicepresidenta; 
y Jorge Pozzi (ad hoc). 


MIEMBROS: Señor Representante Manuel María Barreiro y Juan José Bentancor. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


ASISTE: Señor Representante Raúl Casas. 


INVITADOS: Por el SUNCA: señores Marcelo Adrián Cuadra, Dimas Noel Ruiz y Juan José Marichal. 


Por los peones de bombeo de OSE: señoras Cecilia Magnani y Laura Luaces y señor Juan 
Pablo Manzi. 


Por ex trabajadores de la Intendencia Municipal de Artigas: señora Jaqueline Flores y 
señores José Luis De la Peña y Henry Silva. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Estamos recibiendo a una delegación del Sindicato Único de la Construcción (SUNCA), integrada por los 
señores Marcelo Adrián Cuadra, Dimas Noel Ruiz y Juan José Marichal. 


Este sindicado había solicitado una reunión a esta Comisión en el mes de julio, debido a preocupaciones en 
torno a la Ley_N* 10.459 y sus posibles modificaciones. 


SEÑOR RUIZ.- Soy dirigente del SUNCA y en representación de nuestra organización les damos las 
buenas tardes. 


Asimismo, hacemos entrega a la Presidencia de la Comisión de un proyecto de ley -así lo llamamos nosotros- 
relacionado con la Ley N” 10.459, que tiene que ver con la distribución de mano de obra en obras públicas. 


Entendemos que de acuerdo con el tiempo que hace que esta ley está vigente, debería sufrir una adecuación a 
las circunstancias actuales, de manera de reafirmarla. Por ese motivo nuestra organización -como gremio 
representante de los trabajadores de la construcción- entiende que la ley requeriría una ampliación para que 
no solo se refiriera a trabajadores no especializados -como lo estipula la norma original-, sino a trabajadores 
especializados. Otra de nuestras preocupaciones es que en la letra de la normativa también se incluyan los 
servicios descentralizados. 


Para hacer una exposición de acuerdo con las fundamentaciones que interpretamos de la norma original, tal 
como está vigente, hemos concluido que deberían hacerse algunas correcciones en el sentido de ampliar, 
reafirmar y adecuar, porque consideramos que la norma, en su propio contenido, establece una herramienta 
legal, elemental y necesaria para los trabajadores. 


Es en tal sentido, a modo de ejemplo, que entre la documentación, hemos explicitado los fundamentos que 
ameritan nuestra aspiración de que la ley se modifique. Por ejemplo, como fundamentación de nuestro pedido 
de modificación, establecemos que más allá de su vigencia, esta ley no tiene una real aplicación, de acuerdo 
con sus términos. Si esto se hiciera traería aparejado, en principio, la reactivación de la mano de obra local, 
una incidencia socioeconómica en aquellas zonas en que se realicen las obras de referencia y una mayor 
demanda en el consumo interno. A modo de ejemplo decimos que tanto el comercio como el servicio y la 
recaudación -a través de las propias tarifas públicas- se verían beneficiados a través de los aportes que los 
trabajadores, como ciudadanos, estarían realizando. 


Como segundo punto, en nuestra fundamentación establecemos que esta ley estaría departiendo una mayor 
equidad y amplitud de género. En los hechos nosotros venimos realizando esto porque como organización 
hemos atendido e integrado a compañeras trabajadoras de la industria de la construcción. También 
refrendamos esto en el sentido de que se estarían dando condiciones y oportunidades, de manera igualitaria, 
frente a la posibilidad del acceso al trabajo, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 53 de la 
propia Constitución de la República. 


También puntualizamos que la ratificación, adecuación y extensión de la normativa al universo de 
trabajadores en el orden de especializados y no especializados, estaría trayendo aparejado el cumplimiento 
del artículo 57 de la Constitución, y estaría siendo refrendado a través de la aprobación de la ley de libertad 
sindical. 


A la vez analizamos lo que tiene que ver con la incidencia en la organización y en los trabajadores. Por 
ejemplo, entendemos que se estarían limitando las listas negras en perjuicio de dirigentes sindicales u obreros 
que hayan realizado reclamos laborales, hecho que en realidad se da en muchas situaciones y que 
consideramos que a través de la aplicación y la regulación de la norma se podrían evitar. 


En otro sentido, como organización, también tenemos la inquietud de que se establezcan amparos para el 
trabajador, ya sea en el orden de la organización o de la propia seguridad en el trabajo. En este sentido, 
quisiéramos hacer hincapié en que, lamentablemente, al día de hoy se han generado situaciones relacionadas 


con la seguridad, que han ocasionado tragedias con mucho costo, no solamente para los trabajadores sino 
para la sociedad en su conjunto, y que están relacionadas plenamente con la industria de la construcción. 
Además, consideramos necesario que se establezca un respeto a las normas vigentes, lo que llevaría implícito 
el respeto a los derechos de los trabajadores. 


En la redacción del proyecto que hemos presentado hacemos referencia a la inclusión de trabajadores 
especializados. Queremos sintetizar que ello se enmarca en un acto de justicia y no discriminación, por el 
mero hecho de que de acuerdo con la aplicación de la norma, tal como hoy está vigente -en sus términos 
originales-, muchas veces en los hechos se da la situación de que hay trabajadores con experiencia que han 
llegado a capacitarse, pero en determinado momento, cuando alguna de esas obras se realizan a través de 
diferentes organismos del Estado en su zona de residencia, no pueden acceder a ellas, o por lo menos no 
tienen el respaldo conveniente a través de una norma. En este sentido, pretendemos que a través del proyecto 
se otorgue la posibilidad de que también estén amparados. Además, queda implícito todo lo que planteamos 
como fundamentación. No se trata de un hecho antojadizo, sino que lo planteamos desde la mera experiencia 
y situaciones que así lo han ameritado. Para ello tenemos varios antecedentes. Nosotros hemos elaborado 
antecedentes provenientes de un departamento de real importancia, donde se han ejecutado determinadas 
obras por parte de diferentes organismos del Estado o de distintas empresas privadas, sin el debido respeto a 
la normativa. Hemos elaborado un documento al respecto para ponerlo en conocimiento vuestro. Estamos 
hablando de hechos ocurridos en períodos anteriores y en la actualidad. 


A modo de ejemplo, también podemos señalar y fundamentar que en el departamento de Canelones se han 
encontrado situaciones de este tipo, que ha ameritado que nuestra organización tomara decisiones, como 
solicitar resoluciones a los organismos competentes, de acuerdo con lo que establece la norma original, ya 
sea Junta Departamental o Comisión Departamental de Trabajo. En los últimos días, debido a nuestros 
reclamos y a denuncias, hemos logrado una resolución de la Comisión Departamental de Trabajo que 
agregamos a la documentación que aportamos a esta Comisión. 


Aprovechamos la oportunidad, además, para que quienes nos acompañan hagan algunas apreciaciones acerca 
del proyecto que presentamos y de la documentación que hemos adjuntado. Pretendemos que esto sea tenido 
en cuenta, se analice y se considere la posibilidad de trasuntarlo, de acuerdo con la aspiración de nuestra 
organización. 


SEÑOR CUADRA.- Queremos presentar el documento haciendo las siguientes acotaciones, porque 
notamos la preocupación que sienten todos los trabajadores, no solo la organización, por el hecho de 
que en la mayoría de las obras que se vienen ejecutando deben trasladarse de su departamento, ya que 
no tienen posibilidades. Hoy por hoy todas las obras públicas, aunque sean realizadas por empresas 
públicas -municipios, servicios descentralizados-, son ejecutadas con empresas contratadas y estas 
traen trabajadores; algunos son permanentes y a otros los subcontratan en diferentes departamentos. 
En la mayoría de los departamentos hay una gran desocupación, pero los trabajadores de la zona no 
tienen acceso a esas obras. Entonces, esto regula esa situación, ya que se establecen porcentajes que 
darían a los trabajadores de la zona la posibilidad de acceder al trabajo y, de alguna forma, se 
reactivaría no solo la industria de la construcción sino todos lo que está en su entorno. 


Queremos hacer algunas aclaraciones en cuanto a la redacción del proyecto de ley. En el artículo 1* del 
proyecto de ley donde se habla de la "distribución de obreros especializados o no en cada obra", debería decir 
"en cada obra o parte de ella". Con esta aclaración se evitaría una mala interpretación. 


Además, la interpretación del artículo 2* sería, en realidad, la del artículo 7" de la ley. 


En particular, advertimos las dificultades que teníamos en cuanto a eso y las que tenemos en lo que tiene que 
ver con la aplicación de las multas. Obviamente, la ley data de muchos años y para nosotros es fundamental 
su adecuación para que se empiece a respetar esta normativa. Con el tiempo que tiene la ley, con lo que 
establece la ley original, es muy difícil que se pueda respetar en cuanto a las multas y a las sanciones 
administrativas. 


También es fundamental para nosotros que se incluya a los trabajadores especializados, ya que la ley habla de 
los no especializados. Y esto tomaría una franja de trabajadores, pero dejaría excluida a una franja muy 
grande. Como sindicato, tenemos registro de trabajadores especializados, ya sea por conocimiento, debido a 


los años de trabajo en la construcción o porque se han podido especializar en algún instituto o en la propia 
escuela de la construcción y sabemos que tienen capacidad para cumplir con todas las tareas inherentes a la 
construcción. De acuerdo con esta ley, los trabajadores están totalmente desamparados. 


Nosotros hemos adjuntado un documento que tiene que ver con la formación de una Comisión para Gestión 
Departamental. Queremos fijar un control, que se lleve adelante la ley y que se respete. De alguna manera, a 
través de esto estamos pidiendo la participación, un ámbito de diálogo en el que los trabajadores podamos 
estar representados, a su vez, hacer un control, una precisión cuando corresponda en caso de que notemos que 
algo no está funcionando bien y también realizar aportes. 


Esto no solo está enmarcado en la situación general de la construcción, sino en la de toda la sociedad en su 
conjunto. Hoy por hoy estamos hablando de lo que puede ser la terminación, por ejemplo, del Plan de 
Emergencia o de otras cuestiones sociales que se están viviendo, de la necesidad de buscar un plan de rutas 
de salida. Esta norma serviría para empezar a encontrar los caminos de salida a eso que mañana será una 
preocupación: la terminación del Plan de Emergencia. Se trata de reinsertar a mucha gente y nosotros 
tenemos muy claro que en ese Plan de Emergencia están muchos trabajadores de la construcción, que hoy por 
hoy están viviendo una situación social bastante complicada. Para nosotros esto es fundamental, porque 
desde el marco legal tenemos posibilidades de acceder a los trabajadores que están en el ámbito privado, y 
ahora existiría la posibilidad de que los trabajadores que están en el ámbito público tengan amparo y, a su 
vez, reinserción en el trabajo. 


SEÑOR RUIZ.- Nosotros visualizamos la posibilidad de que se concrete la intención del proyecto de 
ley, tal como lo habíamos solicitado. Quisiéramos que sea la realización de un aporte para solucionar la 
situación actual que padece la sociedad en su conjunto; me refiero al deterioro social que se ha 
generado. En cuanto a la atención y a las políticas sociales que está desarrollando el Gobierno actual, 
esperamos que esta norma también pueda servir como una herramienta de inclusión y de integración 
de los trabajadores y las trabajadoras que están incluidos en esos programas de asistencialismo. 
Nosotros quisiéramos que dejaran de ser tales y pasaran a ser programas de inserción al mercado 
laboral. 


SEÑOR POZZI.- Esta ley ha sido preocupación de varios miembros de esta Comisión. En cierto 
momento recibimos un reclamo muy fuerte del interior del país con respecto a que se convocaban las 
Juntas Locales de Trabajo y todo lo que establece la ley, pero después no había posibilidades de sacar 
gente del registro que se formaba, básicamente, porque estaba el trancazo en los peones especializados 
O peones prácticos que las empresas decían que no tomaban porque no tenían esa categoría. 


Nos comunicamos con algunos compañeros a fin de analizar cómo modificar todo esto. Si no me equivoco, el 
Diputado Bernini trabajó en esta temática y hay un proyecto ya redactado, que no hemos presentado en 
Comisión porque está en un proceso interno de la bancada del Frente Amplio que tiene determinados 
tiempos. No quiero equivocarme y no lo recuerdo de memoria, pero creo que contempla aspectos que han 
sido señalados por quienes nos visitan con respecto al Plan de Emergencia, a las rutas de salida. También 
refiere al problema de los presos, al cambio de especialización, a quién se puede contratar y a quién no -el 
peón especializado-, al trabajo de la mujer. Quiero remarcar que ya hay un proyecto redactado que les 
haremos llegar. Sin duda, antes de fin de año será presentado e, inclusive, pensamos que ya habrá sido 
votado. 


Quería señalar esto, porque se trata de una inquietud ya considerada el pasado año. 


SEÑOR BENTANCOR.- Ya en la Legislatura pasada se había estado trabajando en este asunto, no con 
el éxito que hubiéramos querido. Pero en esta Legislatura se está trabajando e, inclusive, intervinimos 
en Puntas del Tigre, en la obra de UTE, donde se había presentado una nómina de aproximadamente 
cincuenta trabajadores recomendados por la Junta Local. En el momento en que nosotros estuvimos, 
se habían tomado treinta y cinco empleados. Se nos explicó que se necesitaba más personal y que se los 
había buscado, pero precisamente las características del personal generaba dificultades para ubicarlo. 
A veces, tenían otros trabajos más cerca o más lejos del lugar. 


En la Comisión hemos sido receptivos. Es muy probable que haya coincidencias entre el proyecto que 
ustedes presentan y el que se ha elaborado acá. Si no es así, habrá que analizarlo punto a punto, intercambiar, 
mejorar, etcétera. Si aún no lo disponen, se les hará llegar el borrador que se estudió en la bancada, para que 
hagan los comentarios que consideren del caso. 


Además, quisiera preguntar cuál es el nivel que establecen ustedes para recurrir a esa "bolsa de trabajo", entre 
comillas. Se dice que tiene que ser para todos los trabajadores; entonces, me gustaría saber si también es para 
el peón especializado o para algunos otros rubros, para todo el escalafón, por llamarlo de alguna manera. 


En la Legislatura pasada algunas patronales plantearon la dificultad que tenían con respecto a esto, y el 
derecho que pretenden situar en esta discusión, que es que tienen personal de confianza para determinados 
cargos, por lo cual lo llevan a cada uno de los departamentos. Supongo que pasarán de la línea del capataz 
hacia arriba, o algo por el estilo. Si bien ellos estaban dispuestos a estudiar la eventual ampliación de cierta 
zona de contratación, había ciertos cargos que por haber determinado ellos que son de confianza para el 
empresario, deberían mantenerlos en su nivel. Por eso me interesa saber cuál es el abanico que abren ustedes, 
si se dice que son todos los cargos, independientemente del grado que tengan en el oficio. 


Por otra parte, me pregunto si no se está cambiando gente de un lado para otro. Es decir: si una empresa tiene 
cincuenta trabajadores y está cubriendo determinado trabajo y es requerida, por ejemplo, desde San José, 
entonces, tiene que ir a hacer el trabajo con quince o veinte trabajadores y los demás tiene que tomarlos en 
San José. ¿Qué pasa con los otros trabajadores? Algunos tendrán derecho al seguro de paro. Eventualmente, 
podrán tener otros trabajos donde puedan desempeñarse. Me preocupa si no estamos desvistiendo un santo 
para vestir otro, por lo menos momentáneamente. ¿Cómo visualizan ustedes esa cierta contradicción que se 
podría dar? Aclaro que no conozco el funcionamiento interno, pero me parece importante tener en cuenta los 
eventuales reclamos que pueden hacer los trabajadores de equis empresa a quienes se les dice que van a 
trabajar a determinado lugar pero que deben quedarse porque allá van a contratar a la gente de la zona. En 
general, los empresarios dicen: "Nosotros no somos tontos; cuando invertimos sabemos que si tenemos que ir 
de Montevideo a Salto, no vamos a llevar a la gente de Montevideo, pagándole viático y otros gastos, sino 
que vamos a contratar trabajadores en el propio lugar". Si es posible, me gustaría saber qué opinan sobre 
estas cuestiones, qué alcance tiene el pedido, que parecería que es toda la línea y si se podría entrar en cierto 
conflicto -no sé cómo llamarle- entre los trabajadores estables de la empresa y los que se toman cuando se 
sale de la zona. Tal vez, haya que fijar determinadas distancias -posiblemente ello ya figure en el proyecto- 
para que esto se produzca a rajatabla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una acotación, más allá del planteo que hacen los colegas de la 
bancada, en el que no voy a hacer hincapié. 


El Diputado Bernini está trabajando en el sentido mencionado y también se ha nutrido de varias propuestas 
del SUNCA y de otras que se están analizando a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
ámbito de la DINAE. 


Hay algo con relación a la propuesta que ustedes hacen en el artículo 1%, que nos podría ayudar bastante. 
Ustedes hablan de la certificación única del título habilitante expedido por la Universidad del Trabajo del 
Uruguay, a la que ustedes llaman Escuela Industrial. Hoy por hoy, hay un ámbito mucho más rápido, que 
estaba en desuso porque los Consejos de Salarios no se estaban aplicando en forma continua. Para los 
cambios de categoría, la Universidad del Trabajo del Uruguay era y, a mi entender, sigue siendo la más 
indicada para dar la certificación por competencia a quien no tenga título habilitante, ya sea en albañilería, 
construcción o sanitaria. Esto es muchísimo más rápido, y no lo digo en detrimento de las empresas que 
puedan estar dentro del Registro Único de Entidades Capacitadoras, que podrán hacer dicha certificación; me 
refiero a que hay una entidad superior, que pertenece al Estado y que no genera ningún tipo de gastos. 
Generalmente, se recurría a un tribunal de docentes del área que certificaba a qué categoría podía cambiar ese 
trabajador o trabajadora. Yo se lo comenté al Diputado Bernini; inclusive, es el camino más rápido que han 
utilizado algunos Consejos de Salarios cuando han tenido que hacer un cambio de categoría. En este caso, no 
habría implicancias de ningún tipo de empresa, porque un tribunal de docentes estaría dando, por un lado, el 
certificado por competencia y, por otro, la habilitación a aquel que aprendió por idoneidad o por tiempo 
trabajado en una empresa. Rápidamente podría dar el cambio de categoría que corresponda. 


También me consta que ese es trabajo de los Consejos de Salarios. Quizás estaríamos duplicando en una ley 
procedimientos que ya se están analizando en los Consejos de Salarios; pensando en voz alta, tal vez lo mejor 
sería lo que pueda salir acordado de los Consejos de Salarios. Creo que es una problemática que no solo atañe 
al área de la construcción; por ejemplo, en la madera cualquiera que quiera pasar de categoría necesariamente 
debe ir por ese camino. 


Simplemente quería acotar esto, porque ustedes dicen muy bien acá que se acredita al trabajador en 
determinadas condiciones, con dos profesores que le hagan la prueba y con anuencia de las cámaras 
empresariales. Como últimamente los Consejos de Salarios estaban en desuso, ese mecanismo no se 
utilizaba, pero la certificación se hace sin que sea necesaria la presencia de la parte empresarial porque la 
puede pedir cualquier trabajador en la Universidad del Trabajo cuando quiera cambiar de categoría. Quería 
que quedara esta constancia en la versión taquigráfica para que ustedes lo puedan incorporar como algo 
cotidiano al Consejo de Salarios. Quizás debamos resguardarlo en una normativa más amplia, ya que el 
sindicato de la construcción, versa sobre muchas ramas de actividad, porque por ejemplo, la carpintería 
también está directamente ligada. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Doy la bienvenida a la delegación del SUNCA. En nombre del Partido 
que represento, quiero expresar nuestra mayor disposición a trabajar en la actualización normativa 
que corresponda y en la revisión legislativa que aquí se nos está sugiriendo con relación a una ley que, 
por su antigiedad, claramente está invitando a un análisis. En este caso como en cualquier otra 
situación en que el marco jurídico date de tantos años, me parece razonable y sensato revisar aquellos 
aspectos que corresponda ajustar. 


Quiero hacer dos consultas concretas. La primera es de carácter general. La construcción es un sector con una 
tradición de negociación colectiva importante, de manera que querría saber -es una forma de aproximarnos al 
tema, y sin haber visto textos: el que se anuncia que se está elaborando por parte de la bancada de Gobierno y 
ni siquiera el texto vigente- en qué medida los convenios colectivos han venido llenando los vacíos y, desde 
ese punto de vista, en qué medida las soluciones que se han negociado y acordado pueden servirnos de 
referencia o de base, por lo menos en algunos aspectos -y sería interesante saber particularmente en cuáles-, a 
la hora del abordaje legislativo que aquí se ha planteado. Me parece que es una experiencia de negociación, 
de acuerdo y, en definitiva, de producción jurídica -porque sin duda los convenios colectivos son de 
naturaleza jurídica-, y de pronto quienes tenemos la responsabilidad de legislar podremos tener allí 
antecedentes importantes que nos sirvan para la tarea que debamos realizar. 


La segunda consulta tiene que ver con un aspecto que aquí se mencionó. Está relacionada con el Plan de 
Ayuda Nacional a la Emergencia Social y con una situación particular, que nos consta -es una inquietud que 
recogimos de varios colegas de Canelones- que se vivió en los últimos meses, específicamente en el marco 
del Programa Trabajo por Uruguay, con relación a la construcción de tres policlínicas. Tengo entendido que 
se generaron algunas dificultades con los aportes patronales: durante varios meses hubo una suerte de 
omisión en las contribuciones a la seguridad social. También tengo entendido que en Barros Blancos hubo 
algún problema mayor, no solo vinculado con la tributación referida a la seguridad social, sino con algunos 
incidentes que se habrían producido con los vecinos, que no sé en qué situación quedaron. 


Sé que no es el motivo por el cual ustedes están aquí, pero si tienen la buena voluntad de ilustrarnos, sobre 
todo, si tienen la información correspondiente o alguna versión de los hechos, creo que podría ser de interés 
para nosotros. Reitero que es una inquietud que nos trasladaron algunos colegas Diputados del departamento 
de Canelones. Pienso que es muy preocupante que los trabajadores se encontraran en una situación irregular 
con la seguridad social a que tienen derecho. En la medida en que posean información al respecto -pueden no 
tenerla-, me gustaría saber si eso fue corregido, si está en vías de corregirse o en qué situación está. 


SEÑOR RUIZ.- El señor Diputado Pozzi hacía referencia al proyecto interpretativo en el que está 
trabajando el señor Diputado Bernini. En primer lugar, queremos decir que conocemos el proyecto y 
que lo estamos analizando. La iniciativa que el SUNCA ha pretendido presentar en el seno de esta 
Comisión tiene la intención de establecer un proceso. Como decía el señor Diputado Bentancor, 
nosotros también participamos durante la Administración anterior y estuvimos en esta Comisión, y 
reiteramos un proyecto presentado en la Legislatura pasada. 


Además, como organización representativa de los trabajadores, en conocimiento pleno de las situaciones que 
se generan por los incumplimientos a la norma, que son nefastos para los intereses de los trabajadores, 
llevamos adelante esta iniciativa. Es más: llegado el momento, y más allá de lo que puedan hacer tanto esta 
Comisión como la Cámara en el sentido de tomar un solo proyecto o coordinar ambos, nosotros estaríamos 
planteándonos la necesidad de retomar caminos que puedan contribuir a darle una interpretación que redunde 
en una situación de mejora, para que la normativa no solo se haga efectiva, sino que cumpla el fin real para el 
que fue creada. 


El señor Diputado Bentancor realizaba una consulta sobre la categorización de los trabajadores y preguntaba 
desde dónde establecemos la diferencia entre la especialidad y la no especialidad. Por ejemplo, en un orden 
acorde con la evaluación de las tareas y por lo que determina la práctica en cada centro de trabajo, 
establecemos que el trabajador no especializado es aquel que asume su puesto de trabajo por primera vez sin 
conocimiento previo, sin experiencia. En la industria de la construcción repercuten las situaciones que se 
generan en otro tipo de industrias o de ámbitos de trabajo, y ella recoge muchos obreros del seno de la masa 
de trabajadores. Entonces, muchas veces el trabajador que ingresa desconoce cuáles son las tareas específicas 
que debe realizar. Está determinado que ese trabajador, por su inexperiencia, será considerado para la 
realización de tareas que tengan que ver con el uso de su fuerza de trabajo, que son las que llevan a cabo el 
trabajador no especializado y el peón común. 


En lo que tiene que ver con el peón especializado, establecemos para nuestra industria que la especialización 
parte desde el peón práctico. Un peón práctico es aquel que está en un centro de trabajo, que realiza tareas y 
que tiene pleno conocimiento de ellas. El conocimiento pleno abarca desde los materiales hasta los pasos que 
debe dar en el proceso de trabajo en atención de aquellos trabajadores que tienen una superior categoría y de 
los cuales son dependientes para llegar a procesar la tarea, que son especializados. 


Por eso vamos visualizando las distintas categorías en las diferentes especialidades. Estamos hablando de que 
en nuestra industria tenemos categorías y especialidades que son diferentes, más allá de que existen 
trabajadores oficiales. Hay oficiales albañiles, oficiales herreros, oficiales carpinteros; son diferentes 
categorías, pero nosotros los ubicamos en el universo que va desde el peón práctico hasta la categoría 
máxima que para nosotros no comprende el mando medio, que es personal de confianza de la empresa. Con 
esto no desconocemos el conocimiento pleno del trabajador que ocupa ese lugar en representación de la 
empresa, sino que lo ubicamos en las categorías de dependencia que tiene con relación a la empresa que los 
contrata. 


Aquí debemos abordar otra de las consultas que realizaba el Diputado Bentancor, en el sentido de si no se 
estaría creando una situación que podría ser desreguladora en cuanto al traslado de los trabajadores o que 
podría motivar la inquietud del sector empresarial en torno a una posible derivación hacia determinados 
centros de trabajo del personal permanente. Para nosotros es claro que el mantenimiento de personal 
permanente y la no atención a la toma de personal, de acuerdo con lo establecido en la norma, muchas veces 
va a generar a las empresas un costo mucho mayor. Cuando se habla de personal permanente o de personal 
con características de mandos medios que responde a las órdenes expresas de la empresa y determina la 
mayor utilidad para ella, estamos diciendo que hay muchos otros trabajadores que no necesariamente deben 
efectivizarse a través del traslado y que se dan otro tipo de situaciones. Por ejemplo, con relación a las obras 
públicas de los organismos del Estado, las empresas privadas son contratadas por adjudicación directa o por 
licitación, pero no estamos hablando de empresas irrelevantes que ameriten que solamente tengan un centro 
de trabajo para instalar a un trabajador. Estamos hablando de que el hecho de que una empresa tenga 
necesidad de recurrir a trabajadores de otra zona porque comienza una nueva obra, no quiere decir que en 
otro lugar o donde estaba realizando la obra no pueda integrar a esos trabajadores que quedarían fuera de esa 
nómina de traslado. 


En lo que respecta a la consulta de la señora Presidenta en cuanto a los Consejos de Salarios y las categorías, 
hay antecedentes que avalan nuestra posición. Cuando hablamos de trabajadores aspirantes al ingreso a través 
de la norma, a través de un registro, cuando se hace una convocatoria nos referimos a trabajadores que no 
están en actividad. Por eso no establecíamos si debían cambiar o no de categoría a la hora de integrarse a esa 
nómina. Esos trabajadores en algún momento estuvieron activos y realizaron una tarea específica y debe 
haber una constancia en el Banco de Previsión Social, en su historia laboral, que lo acredite. Por eso, nosotros 
transcribíamos una experiencia real a través de un certificado del Banco de Previsión Social de los últimos 
cinco años en que hubiera realizado tareas dicho trabajador. 


En cuanto a la consulta del señor Diputado Pablo Abdala sobre los convenios colectivos, el Grupo 9 de la 
construcción, que abarca no solo a la industria madre, o sea, las obras de arquitectura, sino también a una 
diversidad de ramas anexas que hoy se han integrado a los Consejos de Salarios. En lo que tiene que ver con 
el Grupo 9, específicamente en lo que atañe a obras de arquitectura, tenemos vigente un convenio firmado 
por veintiocho meses, que se está llevando adelante con un buen proceso. Asimismo, existen algunas 
dificultades para llegar a convenir en algunas de esas ramas anexas que se están integrando al Grupo de la 
industria de la construcción. En ese sentido ha habido un avance en cuanto a los convenios colectivos en los 
Consejos de Salarios, pero hay una situación general que todavía no ha sido resuelta. 


El señor Diputado Pablo Abdala también nos consultó acerca de los trabajos de policlínica desarrollados en el 
departamento de Canelones y de algunas situaciones que en ese marco se generaron. El SUNCA explicitó que 
existieron determinadas descoordinaciones con los organismos a los que competía llevar adelante el convenio 
del que el sindicato era parte, pero sabemos que se ha llegado a una resolución para tratar de arribar a un feliz 
término. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Oportunamente les remitiremos a ustedes y al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social la versión taquigráfica de esta sesión. Los convocaremos nuevamente cuando la 
Comisión en pleno conozca la propuesta que sobre este tema realizará la bancada de Gobierno. 


Les agradecemos vuestra presencia en la Comisión y quedamos a vuestras órdenes. 
(Se retira de Sala la delegación del SUNCA) 
(Ingresan a Sala representantes de los peones de bombeo de OSE) 


Damos la bienvenida a las señoras Cecilia Magnani y Laura Luaces y al señor Juan Pablo Manzi, quienes 
concurren en representación de los peones de bombeo de OSE para plantear una situación laboral que les 
preocupa. Como estamos un poco ajustados de tiempo, porque a la hora 16 está prevista una sesión de la 
Cámara, les solicitamos que concreten todo lo posible vuestra exposición, de modo de que luego los señores 
Diputados puedan hacerles las preguntas que deseen. 


SEÑORA MAGNANI.- El planteamiento que hacemos tiene que ver con la continuidad laboral. 
Éramos 231 empleados zafrales con un contrato a término que venció el 30 de abril de 2006. Hasta ese 
momento estuvimos pidiendo la continuidad laboral porque conocíamos la demanda de mano de obra 
que tenía OSE y también que era probable que ingresaran nuevos zafrales. Solicitamos que se 
extendieran los contratos o que se hicieran otros nuevos, pero obtuvimos una negativa. 


Nos reunimos dos veces con el Directorio, pero lo único que se nos ofreció para el ingreso de nuevos 
funcionarios fue un plus de noviembre a marzo. En la primera reunión no se nos dijo en qué consistiría ese 
plus. Después se nos calificó y nosotros aspirábamos a que el plus se diera debido a nuestras calificaciones, 
pero en la segunda reunión se nos dijo que no se sabía si sería así, porque el período durante el cual habíamos 
estado trabajando no era suficiente como para guiarse por las calificaciones. Hasta ahora no hemos tenido 
otro tipo de respuesta. Luego entraron alrededor de 230 nuevos zafrales, cuyo contrato ya terminó y ahora 
están en la misma situación que nosotros. 


SEÑOR MANZI.- Se supone que al organismo ingresarán funcionarios debido a la demanda de 
recursos humanos que existe, que constituye un problema real. Nosotros ingresamos de una forma 
lícita, que hacía muchos años que no se veía en este país: por sorteo; fuimos elegidos al azar. En este 
grupo encontramos gente con capacidad y con necesidad de trabajo. Entonces, nos interesaría que se 
nos tuviese en cuenta, en primer término, a la hora de ingresar personal al ente. La FOSE y el PTE 
CNT quedaron en averiguar cuáles serían los mecanismos que el organismo utilizaría para el ingreso 
de personal. Lo que queremos es que se nos reconozca el hecho de haber ingresado por sorteo. No 
pedimos que se nos dé el puesto así nomás; si va a haber un llamado a concurso, esperamos que pueda 
haber un concurso interno entre quienes ya estuvimos trabajando y fuimos calificados. Luego podemos 
seguir por méritos o como sea, pero lo que nos interesa es ser tomados en cuenta porque la situación es 
realmente muy difícil. Yo tengo familia, estoy sin trabajo y es muy bravo comer, pagar cuentas y 
mandar los hijos a estudiar. Esta es una puerta que se nos abrió y seguimos detrás de esta posibilidad. 


SEÑOR BARREIRO. A ustedes se les dijo que el tiempo que estuvieron trabajando no fue suficiente 
como para tomar en cuenta la calificación en un futuro llamado, pero desde el momento en que fueron 
calificados se entiende que había transcurrido el tiempo suficiente como para hacerlo. ¿Exactamente 
cuándo comenzaron a trabajar en OSE? 


SEÑORA MAGNANI.- Ingresamos el 19 de diciembre de 2005 y el contrato venció el 30 de abril de 
2006. 


SEÑOR POZZI.- No entendí bien lo del plus. ¿Les dijeron que para el próximo llamado ustedes iban a 
tener un plus? 


SEÑORA MAGNANI.- Nos dijeron que íbamos a tener un plus, pero que los criterios todavía no se 
habían fijado; no sabían qué modalidad se iba a utilizar para hacer pesar ese plus. Nosotros pensamos 
que iba a ser por las calificaciones y luego nos dijeron que no. En la segunda reunión que mantuvimos 
con el Directorio se nos planteó que se iba a crear una Comisión con integrantes del Directorio y de la 
FOSE y que ellos eran quienes iban a fijar los criterios para el ingreso de nuevos funcionarios. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, quisiera saber cuántos casos son. 


En segundo término, sobre el aspecto que preguntó el señor Diputado Pozzi, que me parece medular, quisiera 
saber si la alternativa de solucionar el tema está vigente, porque tengo entendido que OSE estaba haciendo 
llamados públicos para incorporar personal; por lo menos, los he visto en la prensa. Tal vez tenga previsto 
hacer otros en el futuro y, eventualmente en esa instancia, se pueda concretar esta alternativa que ustedes 
manejan. Quisiera saber qué sensación tienen con respecto a esto, qué versiones han recogido y qué 
información les han dado. 


SEÑOR MANZI.- Nosotros pudimos ver que se fue improvisando sobre la marcha de esta 
Administración. En principio, entramos los titulares de un sorteo y, vencido nuestro contrato, entraron 
los primeros suplentes; queda otra tanda de suplentes que no va a ingresar. No sé si se dieron cuenta de 
que era injusto desvestir a un santo para vestir a otro -estas no fueron las palabras que utilizó el 
Directorio con nosotros-; no sé qué pasó, pero a nosotros nos parece que hubo un poco de 
improvisación. No quisieron solucionar el hecho de dar trabajo a la gente, sino el problema que tiene el 
ente. Fuimos usados porque nos precisaban en un lado a tal hora y teníamos que ir. Uno cumple con la 
intención de hacer mérito y seguir trabajando. 


Nos presentamos ante el Directorio y les planteamos el problema, pero sus integrantes nos dijeron que no nos 
íbamos a poder quedar y que íbamos a tener un plus cuando se hiciera un llamado por haber trabajado en el 
ente. En la segunda reunión, ese plus se desvaneció; no sabían nada. 


Es difícil pensar en cómo vamos a seguir viviendo los jóvenes en este país. Se hizo un llamado para trabajar 
en un banco, con límite de edad, y se presentaron cuarenta mil personas para poco más de trescientos puestos, 
y todo es así. Hay por lo menos cien personas que aspiran a un puesto de trabajo. Yo sigo buscando trabajo en 
otro lado, pero este no lo descarto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Cuál fue la explicación que se les dio cuando convocaron a los 
suplentes, a los que se supone que quedaron por debajo de ustedes? Si no entendí mal, a ustedes les 
dijeron que no trabajaban más y convocaron a los que venían abajo. 


SEÑOR MANZI.- Dijeron que se terminó aquella costumbre de contratar zafrales y que se quedaran 
para siempre. También se nos dijo que había que ser solidario con los que estaban afuera y que había 
que repartir la miseria. Me parece que esa no es una política de Estado a seguir; debería ser otra. 


SEÑORA MAGNANTI.- Desde diciembre hasta abril, éramos 231 personas; desde mayo hasta el 31 de 
agosto, ingresaron 228 o 230 personas en la misma situación. 


Con respecto a los llamados, debo decir que los ha habido, pero no para peones de bombeo; me parece que se 
hicieron para el área de transporte. 


Se nos dijo que en los entes está permitido agotar las tres listas de sorteados, es decir la de los titulares, la de 
los primeros suplentes y la de los segundos suplentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con relación a las listas, es importante que diga algo para que quede claro y 
para que ustedes se puedan manejar. Supongo que la Administración se los debe haber informado así; 
es como cualquier otro tipo de llamado público. Inclusive, cuando estábamos tratando la Ley de 
Presupuesto -los colegas podrán hacer memoria-, este era uno de los temas que se había incorporado. 
Ustedes hablan acá del artículo 7” del Presupuesto Nacional relativo a la incorporación, según las 
necesidades de servicio, para su mejoramiento. En el momento en que cada uno de ustedes se inscribió, 
se sabía que era un contrato a término y se fijaba qué día comenzaba y qué día finalizaba, siguiéndose 
los primeros suplentes de esa nómina pública. También se sabía que había un mecanismo que consistía 
en que el sindicato funcionaba con el resto de los funcionarios de OSE en las comisiones paritarias 
para detectar las necesidades de servicio y para crear, precisamente, cargos que fuesen necesarios para 
la función pública, no contratos a término, de los cuales el Estado estaba engrosado por políticas 
anteriores que no hacen a su necesidad. Digo esto a los efectos aclaratorios. 


Creo que el año pasado esta Comisión recibió a una delegación de jóvenes del interior que vino a plantear 
esta misma problemática. Hablamos con el Directorio de OSE y nos manifestó cuál había sido el mecanismo 
del llamado; inclusive, que existían bolsas de trabajo que habían funcionado para otro tipo de servicios, 
conjuntamente con el SUNCA, con el Plan de Emergencia, etcétera. 


Quería decir esto para que la situación quede clara. Creo que los empleados de FOSE están trabajando en este 
tema en las comisiones paritarias, viendo las figuras que puedan acogerse al artículo 7” del Presupuesto 
Nacional. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sin ánimo de iniciar una discusión -que no corresponde en este 
momento, ni frente a una delegación que nos visita-, debo decir que partiendo del supuesto de que lo 
expresado por la señora Presidenta pueda ser correcto desde el punto de vista jurídico -no lo descarto; 
debo analizar el tema específicamente- y admitiendo que la política del actual Directorio de OSE sea 
distinta a la de otros anteriores, también sería interesante analizar la política del actual Directorio a la 
luz de esta decisión, que se da en un contexto determinado. A mí me consta la obligatoriedad de la 
OSE; ellos habrán tenido sus razones y supongo que habrán realizado contratos de carácter 
permanente con relación a diferentes escalafones y funciones. Aquí se está aplicando el criterio de la 
zafralidad; en otros caso se ha aplicado el criterio de la permanencia, pero no los Directorios anteriores 
sino el actual, con relación a funcionarios que ingresaron por primera vez al organismo y, 
eventualmente, a la Administración Pública. También esa es una perspectiva interesante de analizar. 


SEÑOR BENTANCOR.- Tampoco pretendo polemizar, pero sí realizar alguna afirmación. 


Una empresa pública, como OSE, se ha caracterizado por tener unos cuantos trámites ante la Justicia Penal 
por distintas irregularidades llevadas a cabo por sus Directorios, por la falta de transparencia con respecto a la 
incorporación de trabajadores y todo lo demás. Creo que sería injusto no reconocer el hecho de que hubo un 
llamado a sorteo, en el cual participaron libremente estos trabajadores -ese no fue un llamado a concurso 
como para decir que ahora dejan a los primeros y ponen a los segundos; sorteados estaban todos- para ocupar 
230, 231 o 235 vacantes. Estaba explícito que ingresarían otros que también fueron sorteados y que hubo una 
nómina que a lo mejor estaba integrada por mil personas; de pronto había primera y segunda línea de 
suplentes. Creo que ahí está primando el criterio solidario. 


Como bien dice el compañero que nos visita, hay una gran cantidad de gente sin trabajo, y no tenemos que ir 
muy lejos para darnos cuenta de que es así, que es muy difícil incorporarse a un trabajo y que cuando se 
ofrece uno relativamente importante, se anotan 40.000 personas para ocupar 320 cargos, y encima con 
limitación de edad. Eso lo tenemos absolutamente claro. 


Esta política estaba clara desde un principio, y creo que por parte del Directorio de OSE no hay cambios 
sustantivos en esto. Como manifestó la señora Presidenta, se está discutiendo con el sindicato para 
racionalizar la plantilla del personal. 


Ustedes están calificados como peón de bombeo, y tenemos entendido que esa denominación es una figura 
que se buscó para caracterizar la posibilidad de incorporar gente -quizás hubo gente con esta denominación 
que trabajó en una oficina o con Internet- y luego hacer una selección, que creo que está en proceso. Nosotros 
entendemos las angustias y la necesidad de la gente; apostamos al Uruguay productivo y para ello se 
necesitaría contar con mucho más empleo que el que se ha logrado. La economía está creciendo pero no se 
acompaña con la cantidad de empleados que se requerirían para salir de la situación de falta de trabajo que 
existe; las cifras de la desocupación están bajando, pero no nos alegra tener más de 10% de desocupados, 
pues quisiéramos llegar a un tener un dígito y, si es posible, menos. Lo que ocurre que estamos en un 
proceso, que es lento. 


Reitero que en un lugar como la OSE, tan especial durante los tiempos pasados, con todos sus problemas, se 
está tratando de llevar las cosas con transparencia, de contemplar las situaciones de la gente y, 
eventualmente, de aproximarse lo más posible a lo posible, que no necesariamente es lo justo. Lo justo es que 
ustedes, muchachos jóvenes, tengan trabajo aquí y no tuvieran que irse del país. Eso lo sabemos todos y 
estamos muy preocupados. Eso es lo justo, pero entre lo justo y lo posible hay toda una preocupación en la 
que todos estamos metidos y comprometidos, que a veces tiene estas características, es decir, salen algunos y 
entran otros -que estarán muy felices por ello-, que con seguridad tendremos por aquí dentro de cuatro meses, 
si es que en este período no se logra reacomodar todas las fichas y colocar en cada lugar a la gente más 
capacitada. 


Personalmente es lo que tengo para decir, sin perjuicio que el planteo lo tomamos como una preocupación, 
porque somos sensibles a la preocupación que tienen ustedes. Esto lo volveremos a conversar nuevamente 
con el Directorio y la Gerencia General de OSE, para que expliciten cómo viene el proceso, más allá de que 
algunos de nosotros, por pertenecer a la bancada de Gobierno, lo conocemos bien. Creo que la Comisión 
puede volver a interesarse por esta situación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¡Apoyado! 


SEÑOR MANZI.- Nos parece injusto que los jóvenes que cumplieron con los requisitos y mucho más, 
que cumplieron con el trabajo, tengan la mala suerte de ingresar al organismo en momentos en que 
por ley no se puede tomar gente en forma permanente. Se van abriendo las puertas y parece que se va 
a poder, y nosotros queremos estar en primer término, ser considerados y que se analicen los casos. 
Digo eso porque, de repente, tenemos gente que estaría incluida en el Plan de Emergencia pero no lo 
tiene; eso es algo que también escapa de las manos, porque no se controla como debería hacerse. La 
sociedad más justa a la que apostamos se nos escapa de las manos. Yo no sé qué voy a hacer. Tuve la 
suerte de conocer un país como Cuba y puedo decir que es una sociedad mucho más justa, sin riqueza 
en su gente porque los valores no son materiales: una persona no puede tener apilados veinte 
apartamentos en un edificio y otra persona vivir en la calle. 


La política me preocupa, y también la gente. Me preocupa mi hija, mis hijos y los hijos de mis compañeros, 
porque no sé qué país le vamos a dejar. Esas cosas preocupan y duelen. 


Nada más. 


SEÑOR BENTANCOR.- No sé qué edad puede tener el señor Manzi, pero seguramente mi hijo, de 
treinta y tres años de edad, sea mayor que él, y puedo decir que es un desocupado y está muy 
quebrado. Es algo que nos tiene muy preocupados. ¡Vaya si lo sabemos! Además, tengo una hija en el 
exterior porque acá no encontró trabajo. 


Entonces, como prototipo del padre que puedo ser por mi edad, con respecto a la juventud que tienen ustedes, 
pierda cuidado que conocemos muy bien qué es tener que irse del país por no encontrar acá las condiciones, y 
sufrir por tener un hijo desocupado. Muchas veces se dice: "Hijo de político, podría estar metido en algún 
lado". No; hay un estilo y no es ese el que tenemos nosotros. 


Eso no quita que lo tome usted ni se lo dé como consuelo; a usted yo no lo puedo consolar, ni quiero hacerlo. 


SEÑOR MANZL.- Yo no tengo un padre que me dé un respaldo. Mi madre trabaja en Salud Pública y 
su sueldo es de $ 6.000, con varios hijos. Yo no vivo con ella, yo me gano la vida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión enviará la versión taquigráfica de esta reunión al Directorio 
de OSE, y estará viendo algunas propuestas que aquí se han manejado. 


A título netamente personal, sugiero que sigan el camino de las paritarias en forma conjunta con el sindicato 
de FOSE, pues ahí pueden estar volcando las propuestas de ser atendidos con las particularidades que 
plantean. Ese es un ámbito importante para tomar en cuenta varios de los planteamientos que aquí han 
realizado. 


La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia de la delegación de peones de bombeo de 
OSE. 


(Se retira de Sala la delegación de peones de bombeo de OSE) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación 
de ex trabajadores de la Intendencia Municipal de Artigas, señora Jaqueline Flores y señores José Luis 
De la Peña y Henry Silva. 


SEÑORA FLORES.- Agradecemos a todos los miembros de la Comisión que nos hayan recibido en este 
ámbito. 


Nosotros somos ex funcionarios de la Intendencia Municipal de Artigas. Voy a comentar cuál es nuestra 
situación. Éramos doscientos seis funcionarios presupuestados en el anterior Período de Gobierno. El señor 
Julio Silveira, actual Intendente, dejó cesante a cuarenta funcionarios de ese grupo de doscientos seis. Insisto 
en que siempre hablo de funcionarios presupuestados. Aclaro que no hubo ninguna causa ni argumento que 
justifique por qué quedamos cesantes. El Intendente no nos ha dado un argumento válido. Él fundamenta su 
proceder en que no ingresamos a la Intendencia Municipal de Artigas por concurso ni por sorteo. Pero, 
teniendo en cuenta los gobiernos anteriores, los aproximadamente mil quinientos funcionarios que tiene en la 
actualidad la mencionada Intendencia, no entraron por concurso ni por sorteo. Entonces, llegamos a la 
conclusión de que la decisión tomada en nuestro caso es un abuso de poder por parte del señor jerarca 
municipal de Artigas. 


SEÑOR DE LA PEÑA.- Quiero aclarar que esos cuarenta funcionarios primero fuimos 
"despresupuestados" -no sé si el término existe- y, luego, cesados. En ese grupo de cuarenta personas 
hay situaciones muy diferentes entre sí. Por ejemplo, hay funcionarios que estaban trabajando desde 
hacía un año y otros desde hacía catorce años. Este es el caso más llamativo. Pero en promedio había 
funcionarios que estábamos allí desde hace cinco o siete años. La mayoría aún está sin trabajo; no es 
mi caso, pero sí el de los compañeros presentes. Algunos quedaron en una situación lamentable desde el 
punto de vista económico. Todos hacemos uso de lo que entendemos son nuestros derechos y estamos 
asistidos por abogados. Se hizo el reclamo ante la Intendencia; se agotaron todas las vías legales y la 
mayoría de los casos están en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Hasta donde sabemos, esta situación no tiene antecedentes. Éramos funcionarios presupuestados, y en ningún 
momento se expresó un argumento sólido, coherente, más allá de las manifestaciones del Intendente en 
reiteradas oportunidades señalando que, a su entender, no éramos funcionarios necesarios y que -esto lo dijo 
públicamente, en los medios de prensa- pertenecíamos a la elite del señor Signorelli, que era el Intendente 
anterior. Esto es así en el sentido de que casualmente los cuarenta de los doscientos funcionarios que 
presupuestó el ex Intendente Signorelli, habíamos tenido participación en actividades políticas. Creo que 
estamos en nuestro pleno derecho como ciudadanos, y ello no interfería en la actividad que desempeñábamos 
en la Intendencia. Entonces, no solo es evidente la persecución política, sino que el propio Intendente lo ha 


manifestado con sus palabras, ya que, reitero, sostuvo que una de las razones para dejarnos cesantes fue que 
pertenecíamos a la elite del Intendente anterior. 


SEÑOR SILVA.- Es la primera vez que ingreso a esta Casa; creí que nunca lo iba a hacer, pero en la 
vida se aprende de todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mire que no está en una comisaría, sino en el Parlamento; somos 
Representantes del pueblo y ojalá sigamos siéndolo. 


SEÑOR SILVA.- Ojalá que sea así. 


Yo también soy ex funcionario de la Intendencia Municipal de Artigas. Todos estamos dentro en el paquete - 
desgraciadamente se hizo un paquete- y no supieron medir las consecuencias ni las causas. 


En lo personal -todos luchamos por la misma causa, los compañeros presentes y los que quedaron en el 
departamento porque no han podido viajar; algunos amigos míos han venido en camiones; por suerte, yo 
pude juntar dinero para el pasaje y venir con la compañera que está presente, que es quien se ocupa más de 
este asunto, aun cuando tiene una enfermedad muy seria-, me faltaban unos días para completar los siete años 
de trabajo en la Intendencia de Artigas y nunca pensé que me iba a suceder esto, se tratara del Gobierno que 
fuere, más allá de los colores políticos. Me desempeñé allí durante ese tiempo -y creo que el actual 
Intendente no me conoce ni ha leído mi currículum; desgraciadamente es así; él no conoce a muchos de los 
funcionarios- y nunca tuve una falta, ni un certificado médico. Hasta me he dado el lujo de saludar al señor 
Intendente en la puerta del edificio de la Intendencia y de pedirle trabajo, con lo cual queda demostrado que 
él no tenía la menor idea de quién estaba frente a él. Realmente, no me conocía, porque si no en ese momento 
hubiera tomado otra actitud. A veces, en la vida hay que usar un poco la picardía para que en el futuro se vean 
reflejadas las acciones de cada persona. 


Nosotros tenemos documentación que comprueba donde y cómo hemos trabajado. Yo tengo muy pocos 
estudios pero no puedo entender cómo un señor Intendente -responsable de un departamento con cierta 
cantidad de población- puede humillar a un grupo de gente -en este caso, somos funcionarios municipales- 
ante la prensa, de la manera como lo hizo, por tener cierto pensamiento político, más allá del partido de que 
se trate. Lo hemos comprobado y por eso decimos las cosas como son. Pienso que diciendo las cosas como 
son, de frente y con la verdad, uno puede llegar a cualquier lugar en la vida. No sé si me entienden; vuelvo a 
reiterar que no tengo muchos estudios y soy medio criollo. Digo lo que siento, porque soy un humilde 
trabajador. Reitero: nunca, nunca, con los años que tengo de trabajo pensé en llegar adonde estoy hoy, pero 
estamos en esto y, más allá de todo el sufrimiento que hemos tenido todos los compañeros -que lo estamos 
compartiendo y seguimos adelante, ayudándonos entre las familias-, hemos tomado la situación con mucha 
calma y hemos pasado momentos muy amargos. Por suerte, nadie ha perdido la cabeza y de aquí en más, 
caminando dentro de la ley, pienso que podemos lograr lo que estamos convencidos que es nuestro derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión se va a interesar por el tema de ustedes y va a tomar contacto 
con el Intendente a efectos de manifestarle su preocupación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer dos preguntas concretas. La primera tiene que ver con la 
antigiiedad de los funcionarios cesados, sobre lo cual alguna manifestación ya realizó la delegación que 
nos visita, aclarando que estos funcionarios habían ingresado hace varios años y otros en el último 
tiempo. Quisiera que se precisara un poco más, por ejemplo, cuántos funcionarios ingresaron en el 
último año y si se podría hacer una división en franjas: cuántos entraron en el último año y cuántos 
tienen mayor antigúedad. 


Por otra parte, quisiera saber sí los funcionarios cesados están afiliados al sindicato, si forman parte de 
ADEOM, e independientemente de eso qué actitud éste ha tenido frente a esta situación, que no es un hecho 
menor, más allá de los fundamentos acerca de si en este caso la Administración ha obrado o no conforme a 
derecho y de las razones que se puedan haber invocado a la hora de tomar esta decisión. Esa es otra discusión 
muy importante, pero a los efectos de determinar los hechos -como bien decía el señor Silva-, que sin 
ninguna duda es el comienzo de cualquier discusión, yo quisiera saber qué actitud ha tenido el sindicato 
frente a este tema, particularmente en la medida en que ustedes sean afiliados. 


SEÑOR SILVA.- Mi compañera es quien lo tiene mucho más claro que yo, pero vamos a esperar un 
poco a que se recupere. 


Yo soy afiliado al sindicato, pero les voy a contar algo. Siendo muy joven trabajé muchos años en Argentina 
y luego en mi país trabajé muchos años en la construcción. He estado en muchos sindicatos, principalmente 
en el SUNCA, pero nunca me pasó lo que me sucedió en mi pueblito. He tenido algunas discrepancias, pero 
en lo oculto, porque nunca me gustó llegar a esto. 


Con el sindicato jamás hemos tenido una conversación. En el momento en que quisimos hacer una consulta 
por fuera por el tema de qué había sucedido con nosotros, AEMU, el sindicato de Bella Unión -acá hay que 
decir las cosas como son-, no nos tuvo en cuenta. Tenía una estrategia totalmente política; fue eso lo que 
aconteció y lo estoy diciendo acá por primera vez sabiendo que va a quedar registrado. Había una lucha 
principalmente contra un sector de trabajadores en beneficio del sindicato por temas políticos. O sea que, 
como quien dice, nosotros éramos la carnada del mojarrero en beneficio del sindicato. Estamos hablando del 
sindicato de Bella Unión. 


Cuando intentamos pedir un respaldo nos conversaron demasiado, nos enredaron y nos enteramos de que 
inclusive anduvieron levantando firmas, reitero que en beneficio de algunos sindicalistas; esa es la verdad. 
Descubrimos que eso no tuvo andamiento- tenemos como probarlo- y vinieron a Montevideo con todas esas 
firmas, que no valieron nada porque se trata de algo institucional. Significa que nos querían masacrar en su 
beneficio. Sin duda hubo ciertos problemas internos en la Administración anterior, hubo errores que en lo 
personal no me interesan, pero nosotros quedamos en el medio y nos usaron. 


Vino una nueva Administración y pasó esto con nosotros. Quizás le salió bien la jugada a ciertas personas, a 
un núcleo de sindicalistas -reitero-, que a nosotros nos perjudicaron muchísimo, que no fueron capaces de ir 
el día del cese, de agarrar un teléfono y llamar a nuestras casas para preguntar qué había sucedido, de hacer 
una reunión o algo. No; de ninguna manera fue así, y tenemos como comprobarlo, porque nuestro pueblo es 
chiquito y nos conocemos todos. Así fue como pasó. 


Desgraciadamente, en ese momento yo no podía viajar. No podíamos reunirnos, juntábamos un pesito y 
pedíamos un teléfono a un vecino para hablar con la demás gente de Artigas. No podíamos agruparnos para 
buscar una solución. Pasó el tiempo y cada compañero en la capital, en Artigas, más o menos se movió por 
un lado y nosotros por otro. Inclusive, tenemos un compañero que momentáneamente se ha ido del país, que 
está trabajando en el exterior, porque realmente estaba pasando mal con su familia. Entonces, todos estamos 
medio dispersos y este grupito con el que estamos luchando lo está haciendo por la causa de todos. 
Lógicamente, no todos los casos son iguales. En mi caso, me faltaron unos días para llegar a los siete años; 
hay gente con catorce años y hay gente con un año u ocho meses dentro del presupuesto. Eso lo determina la 
ley; yo estoy hablando de mi caso particular. 


No sé si quedó claro el tema del sindicato. Para mí armó toda su estrategia en beneficio de un grupo de 
sindicalistas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pozzi) 


SEÑOR DE LA PEÑA.- Quiero puntualizar que en Artigas hay dos sindicatos, uno en la capital y otro 
en Bella Unión. Es la primera vez que veo en el Uruguay -y yo, aparte de mi actividad en la 
Intendencia, siempre fui periodista-, donde por la simple amenaza de mandar trabajadores al seguro 
de paro un gremio hace movilizaciones, paros y todo lo que sabemos, un sindicato que recoge firmas, 
como lo hizo el de Artigas -no es ADEOM sino AEMA: Asociación de Empleados Municipales de 
Artigas- para que se eliminen las presupuestaciones que había hecho el Intendente anterior. Entre esas 
presupuestaciones podía haber alguna que no guardara todas las normas -eso no lo tengo muy claro-, 
pero sabemos que al caer las 200 presupuestaciones pasó lo que pasó: gente con catorce años de trabajo 
se quedó sin su puesto. 


Ese sindicato juntó firmas y las mandó al Parlamento; no hizo lo que cualquiera hace para defender su 
derecho laboral, que es presentar los reclamos ante quien corresponda. No hubo reclamos ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo porque la presupuestación de algún funcionario hubiera perjudicado la carrera 
funcional de otro; no, se hizo una campaña pública. ¿Por qué? Porque el sindicato ya estaba en una campaña 


abierta, frontal, contra el Intendente del momento; por eso el señor Silva decía que fuimos rehenes de una 
situación política. El sindicato actuó políticamente, no en pro de todos los funcionarios sino dividiéndolos. 
Los funcionarios que eran políticamente afines al Intendente no eran considerados dignos de ser defendidos 
por el gremio; sin embargo, la mayoría -no es mi caso- eran socios y aportaban todos los meses tanto a 
AEMA en Artigas como a AEMBU en Bella Unión. Es una situación realmente insólita. 


En el momento en que se da nuestra "despresupuestación”, el sindicato, que venía con un enfrentamiento 
durísimo con el Intendente anterior -es cierto que a partir de la crisis de 2002 había habido un atraso salarial 
muy importante que generó un enfrentamiento muy duro con el jerarca anterior- genera esa situación que les 
narré, que incluye la recolección de firmas para protestar ante el Parlamento por nuestra presupuestación. 
Después, cuando asumió el nuevo Gobierno Departamental y se comenzó a manejar la idea de echar a 
quienes integrábamos "la elite de Signorelli” -vuelvo a citar palabras del Intendente actual-, el sindicato 
estaba en una buena relación con la Administración porque esta había puesto al día los sueldos y había 
accedido a una cantidad de reclamos gremiales. 


Creo que del grupo de 200 funcionarios solo tres o cuatro fueron al sindicato, pero directamente no fueron 
recibidos; yo ni siquiera lo intenté porque sabía qué ocurriría. 


SEÑORA FLORES.- Yo era socia del sindicato de Bella Unión. Es más: cuando se hizo una de las 
tomas más grandes de la Junta de Bella Unión, que insumió tres meses, por el atraso de salarios del 
Gobierno anterior, dirigido por el señor Carlos Signorelli, yo acaté lo que dijo el sindicato, pero cuando 
yo lo necesité, el sindicato me dio la espalda. 


Me presenté ante el Plenario de Bella Unión, que me recibió y llamó a la otra parte del sindicato, pero no se 
presentó. Lamentablemente, me sentí muy decepcionada del sindicato de Bella Unión porque no tuve 
respaldo alguno. 


Es claro que ellos consiguieron lugares privilegiados en esta Administración; están en lugares en los que no 
esperaban estar. Hablo de los directivos del gremio de Bella Unión. También me llama poderosamente la 
atención el hecho de que la compañera del actual Presidente del gremio de Artigas, señor Roque García, que 
entró en las mismas condiciones que nosotros, que fue presupuestada en las mismas condiciones que 
nosotros, no haya sido cesada ni haya caído su presupuestación. 


Siento que este Intendente hizo una discriminación con nosotros porque no revisó nuestros legajos 
personales. Tengo aquí una carpeta que mi asesor jurídico presentó ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en la que hay diplomas y agradecimientos de dedicación a la Administración porque yo no 
trabajé para ningún partido político; yo trabajé para la Administración, y no seis horas diarias, sino doce y 
catorce horas, como se prueba en mi legajo, que está a la vista para quien quiera leerlo. 


SEÑOR BENTANCOR.- Al principio hicieron referencia a que había 206 presupuestados del Gobierno 
anterior y luego dijeron que a 40 se los "tipificó" -entre comillas- como "el grupo de Signorelli". ¿El 
Gobierno Departamental dejó cesantes a esos 206 funcionarios? 


SEÑORA FLORES.- Los 206 funcionarios éramos presupuestados por el Gobierno anterior, pero eso 
no quiere decir que hubiésemos entrado en la Administración anterior porque estamos hablando de 
funcionarios de diez, doce y catorce años de trabajo. Lo que hizo fue dejar sin efecto la resolución que 
el Intendente plasmó en el Presupuesto, que abarcaba a los 206 funcionarios, y a 40 de nosotros nos 
dejó cesantes, nos destituyó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que a los 206 funcionarios se les sacó la presupuestación y a 40 
se los destituyó. 


SEÑORA FLORES.- Exactamente. Los otros funcionarios no sabemos en qué calidad están 
actualmente porque, según la Directora de Recursos Humanos de Artigas, hay funcionarios 
contratados o presupuestados, pero funcionarios eventuales no existen más. Sin embargo, esos 
funcionarios que quedaron no firmaron ningún contrato con la Intendencia; por eso no sabemos en 
calidad de qué están los compañeros. 


SEÑOR BARREIRO.- Seguramente cuando se les sacó la calidad de funcionarios presupuestados y 
cuando se los destituyó fueron notificados por escrito. En esas notificaciones, ¿figura la 
fundamentación jurídica o administrativa de esa resolución? ¿En algún momento se realizó un 
sumario a alguno de esos funcionarios o se mencionó causal de ineptitud, omisión o delito para 
destituirlos? 


SEÑOR SILVA.- No hubo sumarios por omisión ni por ninguna otra causa. 


En lo personal, no tuve ningún sumario; al contrario, como comentaba al comienzo, me di el lujo de saludar 
al señor Intendente y de solicitarle trabajo. Aunque yo soy un ex funcionario que él dejó sin trabajo lo saludé 
en la puerta de la Intendencia; él prácticamente no me conocía, a pesar de que yo tenía casi siete años en la 
Administración. Creo que está documentado en mi legajo que en los casi siete años que trabajé no tuve ni una 
sola falta, no presenté ni un certificado médico y prácticamente no hay ni una sola queja de mis superiores. 


SEÑOR DE LA PEÑA.- Voy a leerles la notificación que le hacen llegar a la compañera Flores: 
"Asunto: Intendencia Municipal de Artigas. Declárase la desvinculación funcional de funcionarios 
municipales a partir del 1” de febrero de 2006". Es una resolución genérica que incluye la lista de todos 
los funcionarios que quedan desvinculados. Dice lo siguiente: "VISTO: Que con el dictado de 
Resolución N” 4388 de fecha 1” de agosto de 2005 se establece la política a seguirse con relación al 
recurso humano de esta comuna, considerando planes de reducción, reestructura y reasignación de 
tareas y de funcionarios.- CONSIDERANDO: a) Que se ha culminado el examen de las situaciones 
funcionales luego del dictado de Resoluciones que dejan sin efecto presupuestaciones adoptadas 
anteriormente.- b) Que se ha elaborado informe por los Directores Generales y Secretarios de Juntas 
Locales que culmina la correspondiente evaluación y establece las razones de servicio que determinan 
adoptar decisión respecto a desvinculaciones funcionales.- ATENTO: a sus facultades.- el Intendente de 
Artigas RESUELVE:- Art. 1”) Declarar la desvinculación funcional a partir del 1” de febrero de 2006, 
de los funcionarios que se detallan a continuación (...)". 


Cada uno de nosotros recibió esta resolución, que contiene la lista de funcionarios que quedaron 
desvinculados. En el momento de esta resolución, eran 38 personas; después hubo otra resolución que 
contenía a dos funcionarios más. 


De esa forma, nosotros recibimos la información de que quedamos cesantes. 


SEÑORA FLORES.- Cuando el Intendente se refiere a "planes de reducción", yo digo que no hay 
ningún plan de reducción porque, simultáneamente a nuestros ceses, estaban ingresando funcionarios a 
la Intendencia Municipal de Artigas. Al 1” de enero habían ingresado 69 funcionarios; tengo la nómina 
que me dio la Directora de Recursos Humanos. Entonces, cuando habla de reducción, no es así. O sea 
que el señor Intendente falta a la verdad. Es más; me tomé el trabajo de comparar una lista de cuando 
el señor Intendente se postulaba a la Intendencia Municipal con la nómina de los funcionarios que 
ingresaron, y coincidentemente se trata de los mismos nombres de las personas que hoy ingresaron a la 
Intendencia. Para mí no existe reducción. 


SEÑOR SILVA.- Si no me equivoco, el señor Intendente -es muy capaz y dice palabras muy 
intelectuales- puede destituir a un funcionario de la Intendencia a través del artículo 35 de la Ley 
N*_ 9.515 -Ley Orgánica Municipal- y del numeral 5” del artículo 275 de la Constitución de la 
República, que establecen que es facultad del Intendente Municipal nombrar a los empleados o 
empleadas de su dependencia, pero solo puede destituirlos en caso de ineptitud, omisión o delito. 


SEÑOR DE LA PEÑA.- Queda claro que en ningún caso hubo sumario ni se dieron los pasos que se 
dan normalmente para echar a un funcionario presupuestado. 


SEÑORA FLORES.- Dejo una carpeta en poder de la Comisión, en donde consta toda la 
documentación que avala lo que nosotros dijimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de los ex trabajadores de 
la Intendencia Municipal de Artigas. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


